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Los últimos 25 años de la historia colombiana 
han sido un periodo de profunda transforma-
ción. Se han caracterizado por tres momentos 
clave: la intensificación del conflicto armado, 
una fase de desescalamiento, y en la actualidad, 
la persistencia y reconfiguración no solo de la 
violencia armada, sino de múltiples formas de 
violencia en la sociedad. Este artículo busca 
examinar las dinámicas sociales y políticas que 
han moldeado el país desde el año 2000, po-
niendo especial atención en los fenómenos de 
violencia armada y social.

Conflicto y violencia entre 
2000-2025 

Escalada del Conflicto (2000-2002)

 El inicio del nuevo milenio, específicamente el 
periodo 2000-2002, marcó la fase más intensa 
del conflicto armado colombiano. Entre 1996 y 
2002, la escalada alcanzó su punto más alto, con 
masacres que reflejaban la lucha por el control 
territorial. Durante estos años, las FARC alcan-
zaron su máximo poderío militar, mientras que 
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los grupos paramilitares consolidaron su pre-
sencia en vastas regiones del país. Esta etapa 
se caracterizó por una guerra irregular inten-
sificada, un aumento exponencial de los des-
plazamientos forzados, masacres sistemáticas 
como estrategia de control territorial y el co-
lapso de las negociaciones de paz del Caguán 
(1998-2002).

Conflicto y Política de Seguridad Demo-
crática (2002-2010) 

La llegada del gobierno de Álvaro Uribe Vélez 
significó un punto de inflexión en la estrategia 
contrainsurgente del Estado colombiano. La 
Política de Seguridad Democrática se centró 
en el fortalecimiento militar y la recuperación 
del control territorial estatal. Durante este 
periodo, los indicadores de violencia se redu-
jeron significativamente, se desmovilizaron 
grupos paramilitares (2003-2006) y las FARC 
se debilitaron militarmente. No obstante, es-
tos logros quedaron empañados por dudas 
relacionadas con los "falsos positivos" y vio-
laciones de derechos humanos, ampliamente 
documentados por el CNMH¹  y la Comisión 
de la Verdad, cuyo informe final fue entregado 
en 2022.² 

La negociación de la paz: transición hacia 
el mejor acuerdo posible (2010-2016) 

El gobierno de Juan Manuel Santos propuso un 
cambio de modelo para abordar el conflicto, 
apostando por una solución negociada. Los 
diálogos de paz iniciaron en 2012 en La Haba-
na y culminaron con la firma del Acuerdo Final 
el 24 de agosto de 2016. Esta etapa destacó por 
cuatro momentos: el inicio formal de los diá-
logos (2012), la firma del Acuerdo Final (agosto 
de 2016), el plebiscito del 2 de octubre de 2016 
(que también generó controversia) y la fase de 
implementación del Acuerdo, que ha enfren-
tado numerosos reveses y críticas.³

Posconflicto y nuevas violencias 
(2016-2025) 

La era del posconflicto se ha caracterizado por 
una implementación parcial y accidentada del 
Acuerdo de Paz, y por la emergencia de nue-
vas formas de violencia. Esto incluye el recru-
decimiento de la violencia por parte del ELN⁴ , 
el fenómeno de las "disidencias" de las FARC y 
el fortalecimiento de grupos criminales vincu-
lados al negocio de la coca y otras actividades 
ilícitas.

Dimensiones de la Violencia 
Armada

Impacto humanitario del conflicto 

Según el informe "¡Basta ya!" del Centro Nacio-
nal de Memoria Histórica, el conflicto armado 
causó 220.000 muertes entre 1958 y 2012, de las 
cuales 177.307 fueron civiles. Esta cifra subraya 
la naturaleza del conflicto y su impacto en la so-
ciedad civil, manifestado en homicidios selecti-
vos, masacres, desplazamiento forzado (más de 
7 millones de personas), desaparición forzada, 
violencia sexual y de género, reclutamiento de 
menores y secuestro, entre otras formas de 
violación de derechos humanos. Es importante 
recordar que el conflicto se concentró históri-
camente en regiones periféricas, marcadas por 
la debilidad estatal, economías ilícitas (cultivos 
de coca y minería ilegal), poblaciones rurales y 
étnicas, y su importancia estratégica como co-
rredores para el comercio ilícito.

Actores del conflicto 

Son varios los actores involucrados, con diver-
sas lógicas de operación y narrativas frente al 
conflicto:

• Grupos insurgentes: Destacan las FARC-
EP (desmovilizadas en 2017, con disidencias 
activas), el ELN (en proceso de diálogo inter-
mitente) y grupos residuales menores. Sin 
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embargo, estos grupos han perdido su legi-
timidad política de origen, basculando hacia 
grupos criminales con "fachada política", lo 
que dificulta los procesos de negociación. 
El deterioro y transformación de los movi-
mientos guerrilleros en estructuras crimi-
nales es un fenómeno complejo, explicado 
por factores estructurales y coyunturales. 
Esto se profundizará más adelante en el 
apartado "Factores del Deterioro de la Legi-
timidad Política de las llamadas ‘guerrillas’".

• Grupos paramilitares y criminales: In-
cluyen las Autodefensas (desmovilizadas 
2003-2006), Bandas Criminales (BACRIM) 
emergentes y Grupos Armados Organizados 
(GAOR).

• Agentes estatales: Compuestos por las 
Fuerzas Armadas, la Policía Nacional y los 
organismos de inteligencia.

Transformaciones sociales
 y políticas 

La violencia armada en Colombia ha provocado 
cambios institucionales, reformas constitucio-
nales y legales, y transformaciones significati-
vas en la participación política.

Entre los cambios institucionales, se destaca la 
creación del Sistema Integral de Verdad, Justi-
cia, Reparación y No Repetición, la Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP), la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad (temporal) y la 
Unidad de Búsqueda de Personas Desapareci-
das. Cada una de estas entidades ha contribui-
do en un ambiente de tensiones, polarización y 
limitaciones operativas. También se mencionan 
el Marco Jurídico para la Paz, la Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras (2011) y el Acto Legisla-
tivo 01 de 2017 (conocido como Fast Track).

En cuanto a la participación política, el Acuerdo 
de Paz introdujo transformaciones significati-
vas. En este marco se sitúan las Circunscripcio-

nes Transitorias Especiales de Paz, la creación 
del partido político FARC (Comunes), el Esta-
tuto de Oposición y los Programas de Desa-
rrollo con Enfoque Territorial (PDET).

Movimientos Sociales 

Los últimos 25 años han sido testigos del for-
talecimiento de diversos movimientos socia-
les: de víctimas, de derechos humanos, étnicos 
(indígenas y afrodescendientes), estudiantiles 
y rurales. Su desarrollo y fortalecimiento re-
presentan un proceso de democratización que 
ha transformado el panorama político y social 
del país. Estos movimientos contribuyen a la 
democratización de la sociedad y a la recon-
figuración del sistema político, expandiendo 
las formas de participación más allá de los 
mecanismos electorales tradicionales y afec-
tados por prácticas politiqueras. Este fenóme-
no ha sido particularmente significativo en el 
contexto del conflicto armado y la transición 
hacia la paz, permitiendo que agendas histó-
ricamente marginadas sean visibilizadas en el 
debate público nacional.

El movimiento de víctimas ha posicionado su 
papel en el proceso de paz y la reconstrucción. 
Por su parte, los movimientos étnicos, estu-
diantiles y rurales han visibilizado demandas 
específicas relacionadas con derechos terri-
toriales, educación pública y reforma agraria, 
respectivamente. Este proceso ha implica-
do la emergencia de nuevos sujetos políticos 
que desafían las formas tradicionales de hacer 
política, introduciendo repertorios de acción 
colectiva que van desde la movilización ca-
llejera hasta la construcción de propuestas 
legislativas y la participación en espacios ins-
titucionales de diálogo. La consolidación de 
estos movimientos sociales también refleja 
una transformación en la estructura de opor-
tunidades políticas del país y la construcción 
de identidades colectivas que trascienden las 
divisiones partidistas tradicionales, en crisis 
desde hace al menos dos décadas.⁵ 
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Deterioro de la legitimidad 
política de las llamadas 
‘guerrillas’6  

El deterioro de la legitimidad política de los 
movimientos guerrilleros en Colombia es un 
fenómeno complejo y determinante en la evo-
lución del conflicto armado contemporáneo. 
Este proceso se caracteriza por la transforma-
ción gradual de organizaciones con proyectos 
políticos definidos en los años 60 y 70, hacia 
estructuras híbridas que, si bien mantienen 
discursos ideológicos, operan fundamental-
mente como organizaciones criminales.

Entre los factores de esta falta de legitimidad 
se encuentran:

• La desconexión con las bases sociales 
originales: Aunque los movimientos gue-
rrilleros surgieron en contextos de exclu-
sión política y social específicos, con el 
tiempo se desconectaron de las demandas 
iniciales de sus bases. Si bien se aprove-
charon de estos factores, no ofrecieron a 
la población una alternativa moderna, rea-
lista y creíble.

• La infiltración del narcotráfico: El ele-
mento más crítico ha sido la incorporación 
del narcotráfico como fuente de financia-
ción. Este negocio ilícito permeó la lucha 
guerrillera y se convirtió en la verdadera 
motivación detrás del discurso. Esta infil-
tración generó una lógica económica que 
subordinó gradualmente los objetivos polí-
ticos a los intereses criminales.

• La prolongación y degradación del con-
flicto: La duración del conflicto armado ha 
naturalizado prácticas violentas, desco-
nectándolas de proyectos políticos cohe-
rentes. La violencia se convirtió en un fin 
en sí mismo, y las afectaciones a las pobla-
ciones civiles han aumentado, con el Cata-
tumbo como ejemplo reciente.

• La fragmentación interna: La fragmen-
tación de los grupos guerrilleros, especial-
mente evidente en las disidencias de las 
FARC tras el Acuerdo de Paz, ha dado lugar a 
estructuras híbridas que, aunque mantienen 
discursos políticos, operan principalmente 
como organizaciones criminales.

Como resultado, estos grupos han desarrollado 
estructuras híbridas con un componente cri-
minal (control de economías ilícitas, extorsión, 
secuestro, control territorial), un componente 
político (discurso ideológico) y un componente 
militar (capacidad de violencia organizada). El 
discurso político se mantiene como herramien-
ta de legitimación ante las comunidades locales 
y como estrategia de negociación con el Estado, 
pero sin respaldo en proyectos políticos viables.

Y la salud mental ¿Qué?7  

Colombia ha sido duramente afectada por la 
violencia, que se manifiesta de diversas formas. 
Entre ellas se encuentran:

•  Violencia política: Incluye el asesinato de 
líderes sociales y la violencia electoral.

•  Violencia criminal: Abarca la criminalidad 
organizada en torno al narcotráfico, econo-
mías ilícitas, extorsión y secuestro, y tráfico 
de armas y personas, entre otras.

•  Violencia urbana: Expresada en el fenó-
meno de las pandillas y la violencia por con-
trol territorial urbano, relacionada con el 
microtráfico de drogas.

• Violencias diferenciadas: Clasifican en 
este grupo las violencias de género (femini-
cidios, violencia sexual, violencia domésti-
ca, violencia contra población LGBTIQ+), y 
las violencias de tipo étnico (discriminación 
racial, violencia contra pueblos indígenas, 
afectaciones a comunidades afrodescen-
dientes).
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• Nuevas modalidades de violencia: Inclu-
yen la violencia digital (ciberacoso, amena-
zas virtuales, desinformación programada, 
violencia de género digital), y la violencia 
ambiental (conflictos por recursos natura-
les, violencia contra defensores ambienta-
les, ecocidio).

Los últimos 25 años en Colombia representan 
un periodo de profunda transformación, mar-
cado por la transición de un conflicto armado 
prolongado hacia la búsqueda de una paz es-
table y duradera. Aunque se han logrado avan-
ces significativos en la reducción de la violencia 
armada y la construcción de instituciones para 
la paz, persisten desafíos estructurales que 
requieren atención sostenida. La violencia en 
Colombia ha evolucionado de formas tradicio-
nales del conflicto armado a modalidades más 
complejas y diferenciadas, incluyendo violencia 
criminal, política y social. Esta transformación 
exige respuestas estatales y sociales igualmen-
te adaptativas y comprehensivas. El éxito de la 
construcción de paz en Colombia dependerá 
de la capacidad del Estado y la sociedad para 
abordar las causas estructurales de la violen-
cia, implementar integralmente los acuerdos 
de paz y construir instituciones democráticas 
sólidas que garanticen los derechos de todos 
los ciudadanos, especialmente de los históri-
camente excluidos. La experiencia colombiana 
ofrece lecciones valiosas para otros contextos 
de conflicto, demostrando las posibilidades y 
límites de la paz negociada, y la importancia de 
mantener el compromiso político y social a lar-
go plazo para consolidar las transformaciones 
democráticas.

Surgen varias preguntas importantes: ¿Cómo 
ha afectado esta historia la cultura ciudadana y 
la salud mental de los colombianos? ¿Qué sig-
nifica, desde la perspectiva de la salud mental, 
vivir en este clima histórico y coyuntural? ¿Cuál 
ha sido el impacto en la construcción de ciu-
dadanía? ¿Dónde debemos enfocar la atención 
para mejorar la salud mental en la sociedad co-
lombiana? ¿Qué aporte pueden hacer las igle-

sias ante esta realidad? Intentemos explorar 
brevemente estas cuestiones:

Colombia ha experimentado una transforma-
ción social sin precedentes en los últimos 25 
años, marcada por la transición de un conflic-
to armado prolongado hacia la búsqueda de 
una paz estable y duradera. Sin embargo, esta 
transición no ha significado el fin de la violen-
cia, sino su metamorfosis hacia formas más 
complejas y diferenciadas, incluyendo violen-
cia política, criminal, urbana, de género, étni-
ca, digital y ambiental. Esta multiplicidad de 
violencias ha configurado un entramado social 
complejo que trasciende las dimensiones tra-
dicionales del conflicto armado, adentrándose 
en los tejidos más profundos de la sociedad co-
lombiana. Los efectos psicosociales de décadas 
de conflicto armado, combinados con las nue-
vas formas de violencia emergentes, han gene-
rado patrones culturales, comportamentales y 
psicológicos que requieren una comprensión 
profunda y respuestas integrales. No podemos 
perder de vista que la historia de violencia en 
Colombia ha moldeado la cultura ciudadana y 
afectado la salud mental colectiva.

¿Cómo ha afectado esta historia 
de violencia la cultura ciudadana 
y la salud mental de los 
colombianos?8 

Transformación de los patrones culturales

La exposición prolongada a la violencia ha ge-
nerado transformaciones profundas en la cul-
tura ciudadana colombiana, manifestándose en 
la normalización de prácticas violentas como 
mecanismo para resolver conflictos. La cultura 
ciudadana ha sido permeada por lo que podría 
llamarse una "anticultura de la violencia", que 
ha moldeado imaginarios colectivos, formas 
de relacionamiento social y mecanismos de 
supervivencia. Esta transformación cultural se 
evidencia en la desconfianza institucional ge-
neralizada, la fragmentación del tejido social en 
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comunidades que han sufrido desplazamiento 
forzado y masacres, y la emergencia de códi-
gos de convivencia alternativos en territorios 
donde el Estado ha sido ausente o su presen-
cia es frágil. La cultura ciudadana colombiana 
ha desarrollado mecanismos de adaptación a 
contextos de violencia, incluyendo la natura-
lización del miedo, la resignificación de la so-
lidaridad comunitaria como estrategia de su-
pervivencia, y la construcción de identidades 
colectivas definidas por la experiencia común 
del sufrimiento.

Afectaciones en la salud mental 
colectiva

Las consecuencias en la salud mental han sido 
devastadoras y multidimensionales. Los más 
de 200.000 muertos y 7 millones de despla-
zados por el conflicto armado representan 
la materialización de traumas individuales y 
colectivos que trascienden a las víctimas di-
rectas, impactando familias, comunidades y 
regiones enteras. 

El trauma psicosocial en Colombia se carac-
teriza por su naturaleza transgeneracional, 
transmitiéndose a través de narrativas fami-
liares, patrones de crianza y mecanismos de 
supervivencia aprendidos. Este fenómeno ha 
generado una "memoria traumática colecti-
va", manifestada en síntomas como ansiedad 
generalizada, depresión, trastornos de estrés 
postraumático y trastornos del sueño, afec-
tando no solo a las víctimas directas sino a 
comunidades enteras. La salud mental colec-
tiva también ha sido impactada por la ruptura 
del tejido social, la pérdida de confianza en las 
instituciones y la fragmentación de los refe-
rentes identitarios tradicionales. Las comu-
nidades han desarrollado mecanismos de re-
siliencia colectiva, pero también patrones de 
comportamiento defensivo que incluyen el si-
lencio y la desconfianza sistemática como es-
trategia de supervivencia, y la fragmentación 
social como respuesta a la amenaza externa.

¿Qué significa, desde el punto de 
la salud mental, tener que vivir en 
este clima histórico y coyuntural?

El esfuerzo de adaptación psicológica a la 
incertidumbre  

Vivir en un contexto histórico y coyuntural 
caracterizado por la persistencia de múltiples 
formas de violencia ha generado patrones de 
adaptación psicológica que incluyen la hipervi-
gilancia constante, la anticipación de amenazas 
y la construcción de mecanismos de autopro-
tección. Si bien estos pueden ser funcionales 
en contextos de riesgo, también generan cos-
tos psicológicos significativos cuando se man-
tienen a largo plazo, ya que no se puede vivir 
con salud en un estado de estrés y alerta per-
manentes. La incertidumbre como condición 
permanente ha configurado subjetividades ca-
racterizadas por la dificultad para proyectar el 
futuro, la fragmentación de los proyectos de 
vida y la construcción de identidades definidas 
por la supervivencia más que por el desarrollo 
personal y comunitario. Esta condición psico-
social se manifiesta en lo que podría denomi-
narse "síndrome de supervivencia permanente", 
donde individuos y comunidades desarrollan 
estrategias de adaptación que limitan sus capa-
cidades para construir proyectos de vida a largo 
plazo.

¿Cuál ha sido el impacto en la 
construcción de ciudadanía? 

El contexto de violencia multidimensional ha 
impactado profundamente la construcción de 
ciudadanía, generando una tensión permanen-
te entre el ejercicio de derechos y la búsque-
da de seguridad. Los ciudadanos colombianos 
han desarrollado formas de ciudadanía "adap-
tativa", que incluyen la negociación permanen-
te con actores armados, la autorregulación de 
comportamientos para evitar convertirse en 
objetivos y la construcción de redes de soli-
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daridad alternativas que suplen las funciones 
que tradicionalmente corresponden al Estado. 
Esta forma de ciudadanía se caracteriza por la 
fragmentación entre el ciudadano formal (que 
existe en el marco legal e institucional) y el ciu-
dadano real (que debe navegar contextos de 
violencia y presencia estatal diferenciada). Esta 
fragmentación genera lo que podría denomi-
narse "ciudadanía defensiva", donde el ejercicio 
de derechos se subordina a estrategias de su-
pervivencia y autoprotección.

De hecho, la violencia multidimensional ha re-
configurado las relaciones sociales, generando 
nuevos patrones de sociabilidad caracterizados 
por la desconfianza generalizada, la fragmenta-
ción comunitaria y la construcción de solidari-
dades selectivas basadas en criterios de super-
vivencia, más que en proyectos comunitarios 
compartidos. Estas transformaciones se evi-
dencian en la reconfiguración de los espacios 
públicos como territorios de riesgo (las mal lla-
madas fronteras invisibles), la privatización de 
la socia-bilidad como estrategia de protección 
y la emergencia de nuevas formas de organi-
zación social que incluyen mecanismos de au-
toprotección y autorregulación comunitaria. La 
violencia también ha generado nuevas formas 
de capital social, incluyendo redes de informa-
ción sobre riesgos, mecanismos comunitarios 
de alerta temprana y estrategias colectivas de 
negociación con actores armados.

¿Dónde poner el foco de atención 
para mejorar la salud mental en la 
sociedad colombiana?

El primer foco debe centrarse en el desarrollo 
de programas de atención psicosocial con en-
foque territorial, que reconozcan las particula-
ridades culturales, históricas y sociales de cada 
región. Estos programas deben incorporar en-
foques comunitarios, interculturales y de géne-
ro que respondan a las realidades específicas de 
cada territorio. La atención psicosocial territo-
rial debe incluir el fortalecimiento de los sis-

temas comunitarios de cuidado, la formación 
de líderes comunitarios en primeros auxilios 
psicológicos y el desarrollo de estrategias de 
intervención colectiva que aborden no solo 
los síntomas individuales, sino los patrones de 
trauma colectivo. Es fundamental reconocer 
que la salud mental en contextos de violencia 
prolongada requiere intervenciones que abor-
den tanto las dimensiones clínicas como las 
sociales, culturales y políticas del sufrimiento.

Fortalecimiento del tejido social 
y la confianza institucional

El segundo foco prioritario debe concentrar-
se en el fortalecimiento del tejido social y la 
reconstrucción de la confianza institucional 
como condiciones fundamentales para la salud 
mental colectiva. Esto implica el desarrollo de 
estrategias de reconciliación comunitaria, el 
fortalecimiento de espacios de participación 
ciudadana y la construcción de mecanismos 
de diálogo intercultural que permitan la sana-
ción de las heridas sociales. El fortalecimiento 
del tejido social requiere inversión en espacios 
comunitarios, apoyo a organizaciones sociales 
y desarrollo de programas que promuevan la 
cohesión social y la solidaridad comunitaria. 
La reconstrucción de la confianza institucio-
nal implica no solo mejorar la calidad de los 
servicios públicos, sino también desarrollar 
mecanismos de participación ciudadana que 
permitan a las comunidades tener control so-
bre las decisiones que afectan sus vidas.

Educación para la paz y 
la convivencia9 

El tercer foco de atención debe centrarse en 
el desarrollo de procesos educativos que pro-
muevan la paz y la convivencia, tanto en el sis-
tema educativo formal como en espacios de 
educación comunitaria. Estos procesos deben 
incluir la educación emocional, la resolución 
pacífica de conflictos y el desarrollo de com-
petencias ciudadanas que permitan a indivi-
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duos y comunidades construir alternativas 
a la violencia. La educación para la paz debe 
ser concebida como un proceso integral que 
trasciende la transmisión de conocimientos, 
para incluir la transformación de prácticas, 
actitudes y valores. Esto implica el desarrollo 
de pedagogías participativas que reconozcan 
los saberes comunitarios, promuevan el pen-
samiento crítico y fortalezcan las capacidades 
para construir proyectos de vida alternativos.

Atención diferencial a
poblaciones vulnerables
 
Es crucial concentrar esfuerzos en el desarro-
llo de estrategias de atención diferencial para 
poblaciones que han sido particularmente 
afectadas por la violencia, incluyendo mujeres, 
niños, adolescentes, población LGBTI, pueblos 
indígenas y comunidades afrodescendientes. 
Estas estrategias deben reconocer las formas 
específicas en que la violencia ha impacta-
do a cada población y desarrollar respuestas 
apropiadas a sus necesidades particulares. La 
atención diferencial implica no solo adaptar 
los servicios a las necesidades específicas de 
cada población, sino también reconocer y va-
lorar sus formas particulares de resistencia, 
resiliencia y sanación. Esto requiere el desa-
rrollo de enfoques interculturales que reco-
nozcan la diversidad de concepciones sobre 
la salud mental y los procesos de sanación, y 
que incorporen las prácticas tradicionales de 
cuidado y curación.

El papel de las iglesias en la 
sanación social10 

Acompañamiento espiritual y
psicosocial 

Las iglesias pueden desempeñar un papel fun-
damental en la sanación social a través del 
acompañamiento espiritual y psicosocial de 
las comunidades afectadas por la violencia. Su 
presencia histórica en los territorios, su legi-
timidad social y su capacidad de convocatoria 
las convierten en actores estratégicos para la 
promoción de la salud mental comunitaria. El 
acompañamiento espiritual puede proporcio-
nar marcos de sentido que permitan a indivi-
duos y comunidades encontrar significado en 
medio del sufrimiento, desarrollar procesos de 
perdón y reconciliación, y construir esperanza 
en el futuro. Este acompañamiento debe ser 
concebido no como imposición de creencias 
para el proselitismo, sino como ofrecimiento 
de recursos espirituales que puedan contribuir 
a los procesos de sanación.

Construcción de espacios de 
encuentro y Diálogo 

Las iglesias pueden contribuir a la sanación so-
cial a través de la construcción de espacios de 
encuentro y diálogo que permitan a las comu-
nidades procesar colectivamente sus experien-
cias de violencia, compartir sus narrativas de 
sufrimiento y resistencia, y construir visiones 
compartidas de futuro. Estos espacios deben 
ser concebidos como lugares seguros donde 
las personas puedan expresar sus emociones, 
compartir sus historias y encontrar apoyo mu-
tuo. La construcción de espacios de diálogo 
implica también el desarrollo de capacidades 
para la mediación de conflictos, la facilitación 
de procesos de reconciliación y la promoción 
de la justicia restaurativa. Las iglesias pueden 
aportar sus tradiciones de cuidado pastoral, 
sus prácticas de discernimiento comunitario 
y su experiencia en la construcción de comu-
nidades de fe como recursos para la sanación 
social.

Tomado de: https://www.cec.org.co/sistema-informativo/actualidad/acto-infame-igle-
sia-expresa-rechazo-y-se-solidariza-con-familias-de
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Promoción de la justicia social 
y la transformación estructural
 
Las iglesias pueden contribuir a la sanación 
social a través de la promoción de la justicia 
social y la transformación de las estructuras 
que perpetúan la violencia. Esto implica el 
desarrollo de una perspectiva profética que 
denuncie las injusticias, promueva la defen-
sa de los derechos humanos y trabaje por la 
transformación de las condiciones que ge-
neran violencia. La promoción de la justicia 
social requiere el desarrollo de capacidades 
para el análisis social, la incidencia política y 
la construcción de alianzas con otros actores 
sociales. Las iglesias pueden aportar su ca-
pital social, su legitimidad moral y su capa-
cidad de movilización para promover trans-
formaciones estructurales que aborden las 
raíces de la violencia.

Desarrollo de prácticas de 
cuidado comunitario 

Las iglesias pueden contribuir a la sanación 
social a través del desarrollo de prácticas 
de cuidado comunitario que fortalezcan los 
vínculos sociales, promuevan la solidaridad y 
generen redes de apoyo mutuo. Estas prácti-
cas pueden incluir el desarrollo de programas 
de acompañamiento a familias, el fortaleci-
miento de grupos de apoyo mutuo y la pro-
moción de prácticas de cuidado integral que 
aborden las dimensiones físicas, emociona-
les y espirituales del bienestar. El desarrollo 
de prácticas de cuidado comunitario implica 
también la recuperación y fortalecimiento de 
tradiciones de cuidado afectadas por la vio-
lencia, la construcción de nuevas formas de 
solidaridad apropiadas a los contextos con-
temporáneos y la promoción de una cultura 
de cuidado que valore la vida en todas sus di-
mensiones.

Conclusiones 

La historia de violencia de los últimos 25 años en 
Colombia ha generado transformaciones pro-
fundas en la cultura ciudadana y la salud mental 
colectiva. Estas se caracterizan por la normali-
zación de prácticas violentas, la fragmentación 
del tejido social y el desarrollo de mecanismos 
de adaptación psicológica que, aunque funcio-
nales para la supervivencia, generan costos sig-
nificativos en términos de bienestar individual 
y colectivo. La comprensión de estas transfor-
maciones es fundamental para el desarrollo de 
estrategias efectivas de sanación social y cons-
trucción de paz.

Vivir en un contexto de violencia multidimen-
sional ha generado formas específicas de ciu-
dadanía y sociabilidad caracterizadas por la hi-
pervigilancia, la desconfianza institucional y la 
construcción de mecanismos de autoprotección 
que limitan las capacidades para el desarrollo de 
proyectos de vida a largo plazo. Esta condición 
psicosocial requiere respuestas integrales que 
aborden tanto las dimensiones clínicas como las 
sociales, culturales y políticas del sufrimiento.
La mejora de la salud mental en Colombia re-
quiere un enfoque territorial, diferencial e inter-
cultural que reconozca las particularidades de 
cada contexto y población, fortalezca el tejido 
social y la confianza institucional, promueva la 
educación para la paz y la convivencia, y desa-
rrolle estrategias de atención diferencial para 
poblaciones vulnerables. Este enfoque debe in-
corporar perspectivas comunitarias, intercultu-
rales y de género.

Las iglesias pueden desempeñar un papel funda-
mental en la sanación social a través del acom-
pañamiento espiritual y psicosocial, la cons-
trucción de espacios de encuentro y diálogo, la 
promoción de la justicia social y la transforma-
ción estructural, y el desarrollo de prácticas de 
cuidado comunitario. Su contribución debe ser 
concebida como complementaria a las políti-
cas públicas y debe desarrollarse en alianza con 
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otros actores sociales, respetando la diversidad 
de creencias y promoviendo la inclusión de to-
das las personas sin discriminación.

La sanación social en Colombia requiere un 
compromiso sostenido a largo plazo que tras-
cienda los periodos gubernamentales y que in-
volucre a todos los sectores de la sociedad. La 
construcción de paz no es solo la ausencia de 
violencia armada, sino la transformación de las 
condiciones estructurales que generan violencia 
y la construcción de una sociedad basada en la 
justicia, la equidad y el respeto a la dignidad hu-
mana. En este proceso, la salud mental colectiva 
se convierte en un indicador fundamental del 
éxito de la transición hacia una sociedad en paz.
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